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TRIBUNAL CONSTITUCIO.NAL

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

El Pleno del Tribunal Constitucional cómpuestópor
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer, Presidente
don Luis López Guerra, don Fernando García-Mon y Gon:
zález Regueral. don Carlos de I~ Vega Benayas, don Alva­
ro Rodríguez Bereijo, don Vicente. Gimeno Sendra, don
José Gabaldón López, don Rafael de Mendizábal Allende,
don Julio Diego González Campos y don Caries Viver
Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado .

lo t::stablecido en la C.E. y en el EAC. Por este escrito,
regIstrado con el núm. 1.043/86, se solicita sea dictaqa
Sentencia declarando que la competencia controvertida
corresponde a la Generalidad de. Cataluña. que podrá
ejercerla sin precisar la validación estatal de las certi­
ficaciones y documentos que expida.
,Los términos del confli<;to y su fundamentación jurí­

dica, de acuerdo con el escrito de planteamiento, son, •
en lo sustancial. los siguientes:

. A) Con carácter introductorio, y en cuanto a la com­
petencia de la Generalidad de Cataluña en orden a la
aplicación del Derecho Comunitario Europeo, se afirma
que. en el sistema constitucional español. la competencia
de ejecución del Derecho Comunitario Europeo no reside
únicamente en las instituciones centrales del Estado, sino
que las Comunidades Autónomas tienen confiadas
importantes funciones de desarrollo o concreción nor­
mativa y. de aplicación administrativa perfectamente
comparables con las que ejercen las entidades territo­
riales dotadas de autonomía en otros Estados de estruc­
tura compleja. Las disposiciones constitucionales en esta
materia; no contienen ningún título competencia! espe­
cífico favorable al Estado Central que pueda sobrepo­
fle~se a. las obligaciones que el EAC impone a la Gene­
raltdad para la ejecución del Derecho Comunitario.

En efecto, el arto 149.1.3 de la C.E. no puede ser
entend~d~ en un sentido onmicompresivo de todas aque­
llas actiVidades del Estado en las -que pueda detectarse
algún elemento de extranjétía. Y, de· otra parte, el art. 93
de la C.E. únicamente hace referencia a la garantía de
cumplimiento y no al cumplimientq mismo del Derecho,
Comunitario, no pudiéndose dar a'este precepto el valor
de una atribución de competencias a las Cortes Gene­
rales ni al Gobierno. . .

En consecuencia, al tratar de delimitar la competencia
de la Generalidad de Cataluña en la aplicación del Dere­
cho Comunitarió, es absolutamente imprescindible aten­
der al contenido del arto 27.3 del EAC. advirtiendo que
la expresión «tratados y convenios internacionales» abar­
ca no únicamente las disposiciones de los tratados ori­
ginarios, sino también el Derecho derivado de las Comu­
nidaqes Europeas, y que la expresión «la Generalidad
de Caté;}luña adoptará las medidas necesarias para la
ejecución» ha. de ser interpretada en el sentido de que
no se ha hecho una enumeración de las funciones atri­
buidas, ni se ha impuesto restricción alguna. Por ello,
la Generalidad de Cataluña podrá ejercer las1tunciones

.de desarrollo legislativo y reglamentario y la ejecución
adminsitrativa que en cada materia tenga atribuidas por
el Estatuto de Autonomía.

~} Dad,o que las resoluciones comunitarias cuya apli­
caclon se discute en el presente conflicto son Directivas.
es decir, normas que vinculan a los· Estados miembros
por el resultado que persiguen, dejando a las instancias
nacionales la competencia en cuanto a la forma y medios
de alcanzarlo. no es supérfluo puntualizar que en aquellas
materias de competencia exclusiva de la Generalidad.
corresponderá a la Generalidad de Cataluña el desarrollo

Pleno. Sentencia BO/1993,de 8 de marzo.
Conflictos positivos de· competencia
1.043/1986 y 336/1987 (acumulados). Pro­
movidos por el Consejo Ejecutivo de la Gene­
ralidad de Cataluña y por el Gobierno Vasco,
en 'relación, respectivamente, con el Real
Decreto 1063/1986, de 9 de mayo, por el
que se regula· la expedición de documentos
y certificados referentes al sector de é/ctivi­
dades comerciales establecidos por las Direc­
tivas del Consejo de la CEE para facilitar el
derecho de establecimiento y la libre presta­
ción de servicios en los diferentes Estados
miembros de la CEE y con el Real Decreto
2225/1986, de 3 de octubre, por el que se
modifica el anterior.

9761

En los conflictos positivos de competencia acumu­
lados núms. 1.043/86 y 336/87, promovidos por el
Con~ejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña y por
el Gobierno Vasco, en relación, respectivamente, con
el Real Decretolq?~t1986, de 9 de mayo, por el que
se regula la expedlclon de. documentos y certificados
referentes al sector de actividades comerciales estable­
cidos por las Directivas del Consejo de la Comunidad
Económica Europea para facilitar el derecho de esta­
blecimiento y la libre ·prestación de servicios en los dife­
rentes Estados miembros de la Comunidad Económica
EUropea, y cón el Real Decreto 2225/1986, de 3 de
octubre, por el que se .mogifica el anterior. Ha compa­
recido el Abogado del Estado yhaáido Ponente el Magis­
trado don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa el pare­
cer delTribunal.

l. Antecedentes

1. El 2 de octubre de 1986 tuvo entrada en el Regis­
tro General de este Tribunal un escrito del Abogado de
la .Generalidad de Cataluña. don Ramón Riu i Fortuny,
por el que se plantea, en nombre y representación de
la Generalidad de Cataluña y frente al Gobierno de la
Nación, conflicto positivo qe competen9ia en relación
con el Real Decreto 1063/1986, de· 9 de mayo, por
estimar que la referida norma vulnera las competencias
de la Comunidad Autónoma de Cataluña en virtud de
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y concreción normativa.asi como la ejecución admi­
nistrativa.

Resulta así necesario precisar la competencia de la
Generalidad de Cataluña en materia de comercio interior
a tenor de lo dispuesto en el arto 12.1.5 del EAC y del
Real Decreto 1386/1978, de23 de junio. de traspaso
de los servicios en materia de comercio interior (arts.
9 y 10).

Pues bien. la Generalidad está habilitada. de acuerdo
con esta atribución de competencias; para ejercer la fun-

. ción legislativa y reglamentaria. así como la ejecución
en el ámbito del comercio interior. y. más en particular.
en ejerciciQ de dicha competencia., le corresponde el
mantenimiento de una información permanente actua­
lizada de ,los factores que intervienen en la comercia­
lización. distribución y venta de toda ·c1ase de productos
o en la prestación de servicios. En consecuencia. le

'corresponde la expedición de certificados. iflformes y
demás documentos que acreditert'el'ejetcieiode acti­
"idades comerciales en su ámbito territorial. pudiendo
ser especialmente relevante en este sentido que la Gene­
ralidad haya establecido, un registro obligatorio de las

'empresas de, venta domiciliaria, que actúen dentro, de
su ámbito territorial. cuando hoy por hoy no existe en
el resto del Estado un instrumento similar para el control
de la actividad de ese tipo de empresas.

C) Las Directivas Comunitarias cuyo desarrollo y eje­
cuciónson el objeto del presente conflict.o.están rela­
cionadas todas ellas con las modalidades de medidas
transitorias y la realizaCión del derecho de es.tablecimien-

, to yla libre prestación de servicios en el sector ,de las
actividades comerciales Y. por tanto. afectas al ámbito
material del comerciointetior. En ellas se prevé la expe­
dición. por parte de las autoridades u órganoscompe­
tentes de los Estados miembros. de las certificaciones
y documentos acreditativos de que los interesados reú­
nen las condiciones exigidas en algunos países miem­
bros para el acceso a dichas actividades. o' bien que
se han cumplido las condicior¡es de equivalencia fijadas.
Esas certificaciones expedidas por los órganos que tie­
nenencomendadaesafunciónen cada Estado tienen;
por'lo ,demás. perfecta valfdez"extetiocante,lasáuto­
ridades de los demás Estados miembros. sin que haya
ningún motivo para que sean los poderes central,es los
que deban asumir necesariamente esa función.' como
lo prueba la propia práctica seguida en otros Estados
miembros de la CEE. ya que en ninguno de ellos se
ha establecido una segunda instancia centralizadora -a
través de un órgano estatal- para la expedición de los
certificados (comunicación de la Comisión de las Comu­
nidades Europeas publicada en DOCE. C. núm. 31 de 13
dejulio de 1974).

Así pueS. partiendo de que el Real Decreto
1063/1986 es una disposición dictada por el Gobierno
del Estado en aplicación de, unas normas de Derecho
Comunitario en el ámbito material de comercio interior.
constituirá Derecho supletorio. en virtud de lo dispuesto
por el art. 149.3 de la C.E.. en aquellas Comunidades
Autónomas que. como la Generalidad de Cataluña. ten­
gan asumiffas competencias en lasmeteriasde comercio
interior y de ejecución de tratados internacionales.

La Generalidad de Cataluña. en efecto. tiene com­
petencia para el desarrollo normativo y la ejecución admi­
nistrativa de las Directivas enumeradas en el arto 1 del
Real Decreto ,1063/1986. en lo que afecte al ámbito
material del comercio interior. lo que significa que ha
de poder designara las autoridades adminstrativas
encargadas de la expedición de los certificados e infor­
mes y expedir materialmente esos documentos. los cua­
les han de tener plena validez por sí mismos ante cual­
quierotro Estado miembro de la Comunidad Europea

una vez el Estado haya procedido a notificar la desig­
nación del órgano a la Comisión y a los demás Estados.

D) Tratándose de certificaciones expedidas directa­
mente a los interesados por haber realizado actividades
comerciales en el ámtrito territorial de la Generalidad.
no,pueden. de ninguna 'manera. aceptarse los argumen­
tos tras los cuales el Gobierno del Estad.o pretende escu­
dar la invasión de competencias puesta ahora de relieve.
Ni la validación exterior de los actos de las Comunidades
Autónomas. ni la necesidad' de asegurar la uhidadde
acción exterior. ni la de coordinar la expedición de· los
certificados y documentos. ni la garantía de cumplimien­
to de Jas obligaciones' dimanantes del Derecho Comu­
nitario. estánsust~ntadospor títulos competenciales'que
permitan al Gobierno colocara,la Generalidad de Cata­
luña en. situación de'dependencia jerárquica en laexpe-
dición de cada uno de los certificados.' ,

En particular. por lo que se refiere a la necesidad
de a$egurarlaunidad de aCCfón exterior. es, preciso. opo­
ner la absoluta desPf()porCion del;nstrumenWémpleadó.
que comporta. la ,existencia de ,una J:T\onoUticé¡l unifor­
midad de h~sforma!) de ejecución material· intraestatal.
en perjuicio de las competencias asumidas por la Gené­
ralidad de Cataluña (art. 27.3 EAC). Y. por otra parte.
la inexistencia de una referencia, expresa en la C.E.. o
en el.EAC•. a ,la competencia estatal de coordinación
en este ámbito material. excluye to.da posibilidad de que
esa coordinación (llJeda suponer un límite.a,laplenitud
decQrnpetencias de 'la Generalidad afectadas en el pre-
~~~~ '. -

Es también preciSCl hacer una ·co.nsideraciónacerca
de la pretendida garantía de cumplimiento de las con­
diciones exigidas por las Comunipades Europeas' que
justifica. en el criterio del Goeierno del Estado. la adop­
ción de las medidas de coordinaciónnecesarias,po.rparte
de la Dirección General de Comercio Interior. Si tres son
los títulos competenciales que en laConstituciónhabi­
litan la actuación del Estado en garantía del cumplimien­
to delDerecho de la Comunidad Europea por parte de
las Comunidades Autónomas (art. 153 y las vías excep-

. cionales previstas' en 10.5 arts.150.3 y 155). sin que.
e co.mo ha quedado dicho,·elart.93.constituya uná atri~

,buCión .cornpetenci.al. pues es una declaración progra­
mática solemne. y sin que el arto 149.3•. al establecer
la supletoriedad del Derecho estatal respecto del de las
Comunidades Aútónomas, ,pueda considerarse propia­
mente como una medida de intervención directa. es evi­
dente que a ninguno de aquellos tres preceptos pueden
acogerse las medidas de coordinación que el Gobierno
encomienda a la Dirección General citada.

"Estas mismas 'consideraciones acerca de la coordi­
nación y garantía de cumplimiento, pueden aplicarse al
arto 3 del Real Decreto 1063/1986. cuando el Gobierno
del Estado pretencle estableGerun único modelo de cer­
tificación referida a la naturaleza y duración de 'las acti~

vidades profesionales comerciales. Debe tenerse en
cuenta al respecto que,el uso de dich9 modelo ·había
sido tan sólo recomendado por la Comisión en el apar­
tado 11 y en el anexo 1 de la Comunicación publicada
en el «Diario Oficial de las Comunidades Europeas» de
13 de julio de 1974 y que las Directivas 74/556 y
75/369. publicadas con posterioridad a aquella Comu­
nicación, establecen el uso de certificaciones que con­
tengan referencias expresas a aspectos no recogidos
en el citado modelo.

Es evidente. pues. que el arto 3 del Real Qecreto
1063/1986 invade las competencias de la Generalidad
en materia de comercio interior y de ejecución de los
Tratados Internacionales. los cuales le permiten. en el
grado de desarrollo normativo de las Directivasenume­
radas. establecer. en su caso. un modelo de certificación
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de uso obligatorio para los organismos expedidores de
esos documentos en su ámbito territorial.

E) Concluye el escrito del Abogado de la Genera­
lidad afirmando que la totalidad del Real ,Decreto
1063/1986, de 9 de mayo, invade las competencias
asumidas por la Generalidad de Cataluña en materia de
comercio interior y de ejecución de Tratados interna­
cionales. Por consiguiente, interesa el reconocimiento
de la competencia autonómica para la designación del
órgano correspondiente desu propia Administración que
expida directa y válidamente los certificados y documen­
tos relativos al ejercicio de las actividades comerciales
previstas en las Directivas citadas por elart.. 1 de dicho
Real Decreto. Y, asimismo, interesa la declaración de
la competencia de la Generidad para la expedición direc­
ta y válida de dichos document.os y certificados. una
vez haya sido notificada a los demás Estados miembros
ya la Comi.sión la designación de ese órgano. .

2. Por providencia de 8 deoctubre de 1986, la Sec­
ción Primera de este Tribunal acordó admitir a trámite
'el conflicto planteado; dar trasladode la demanda y docu­
mentos presentados al Gobierno de la Nación; dirigir
oficio al Presidente del Tribunal Supremo para conoci­
miento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
correspondiente del.mismo, a los efectos, en ,su c~so,
de lo dispuesto en el arto 61.2 de la LOTC; y publicar
la incoacióhdel cónflicto en el «Boletín Oficial del Esta­
do»yen el'I(Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña»
para general conocimiento. ' .

3. Con fecha '20 de noviembre de 1986 tuvo entra­
da en este Tribunal un lluevo escrito delAbogado de
la Generalidad de Cataluña en el que, en relación al con­
flicto positivo de competencia núm. 1.043/86, mani­
festó lo siguiente:

A) Que con fecha 3 de junio de 1986, se publicó
en el «Boletín Oficial del Estado» el Real Decreto
1063/1986, de 9 de mayo, por el que$e regula laexpe­
dición de documentos y certificados referentes al sector
de actividades comerciales establecidos por las Direc­
tivas del Cons.ejo de la Comunidad Económica Europea
en la materia para facilitar .elderecho de establecimiento
y la libre prestación de serVicios en lbs diferentes Estados ,
miembros de la CEE. -

El. Consejo Ejecutivo de la' Generalidad dirigió'al Pre­
sidente del Gobierno unrequerimiento de incompetencia
motivado por la citada disposición, al cual respondió el
Gobierno del Estado con un .escrito en el que declaraba
atender parcialmente el requerimiento y ~e comprometía
a modificar el Real Decreto 1063/1986. '.

Dado que ese Acuerdo del Gobierno del· Estado no,
vino, .en absoluto~ a satisfacer .el requerimiento plantea­
do; toda vez que no suponía una estimación del objeto
ni dé los fundamentos jurídicos en los que se había basa­
do, y comportaba a su vez una vulneración de las com­
petenciasatribuidas, a ,esta ,Comunidad ,Autónoma" se.­
procedió a plantear ante ese Alto Tribunal el correspon­
diente conflicto.

B)Con posterioridad a la presentación del conflicto,
el ((Boletín Oficial del Estado» de 28de octubre, ha publi­
cado el, Real Decreto 2225/1986, de 3 del mismo mes.
por el que se modifica el Real Decreto 1963/1986, de
9 de mayo. De hecho es la materialización de los criterios
y la voluntad expresada por el Gobierno en aquella
supuesta estimación parcial del requerimiento, y sim­
plemente viene a añadir un nuevo artículo a la anterior
disposición, según'el cual. la Dirección General de Comer­
cio Interior de la Secretaría de Estado de Comercio reca­
bará. en su caso, de los órganos competentes de las
Comunidades Autónomas. la remisión .de los documen­
tos o certificados que por razón de la materia deban

ser acreditados por ellas; además, establece que la Direc­
ción General adoptará las medidas de coordinaciónnece­
sarias para asegurar que la emisión de los certificados
se ajuste a las condiciones exigidas por las Comunidades
Europeas.

En el conflicto positivo de competencias planteado,
ya se manifestó. sin embargo. que corresponde a la Gene­
ralidad de Cataluña. en función de la competencia asu­
mida en los arts. 12.1.5 y 27.3 del Estatuto de Auto­
nomía,la expedición directa y válida de los certificados
y documentos relativos al ejercicio de las actividades
comerciales previstas en las Directivas citadas por el
arto 1 de aquel Real Decreto, una vez haya sido notificada
a los demás Estados miembros y a la Comisión de la
CEE la designación del órgano competente de la Gene­
ralidad para su expedición. Y asimismo, se argumentó
que el ejercicio, por parte de la Dirección General de
Comercio Interior. de una función de coordinación para
la cual el Estado carece de toda competencia, al no. existir
referencia expresa a ella ni en la Constitución ni en el
Estatuto de Autonomía. suponía una clara 'invasión de
las competencias de esta Comunidad Autónoma.

En consecuencia, y a los efectos de la debidacons­
tanciaen .autos del conflicto positivo de competencia
núm. 1.043/86, se aporta fotocopia de la publicación
en el «Boletín Oficial del Estado» del Real Decreto
2225/1-986, de 3 de octubre.

4. Tras haberle sido prórrogadoel plazo para ale­
gaciones, con fecha 20 de .noviembre de 1986 tuvo
entrada en este Tribunal el escrito del Abogado del Esta­
do' por el que; en representación del Gobierno de la
Nación, suplica de este Tribunal dicte Sentencia decla~

randoque pertenece al Estadode titularidad de las com­
petencias controvertidas en relación con el Real Decreto.,
1063/1986, de 9de mayo.

Fundamenta su oposición a la pretensión deducida
por la Generalidad de Cataluña en las siguientes ale­
g¡;¡ciones:,

A) Comienza :el Abogado. del'Estado señalando que
el Gobierno de la Nación, ensucontestación al reque­
rimiento de incompetencia que formulara la GÉmeralidad
de Cataluña, ya aceptó parcialmente el mismo en el Sen.,
tido de añadir «un precepto en el que se reconozca expre­
samente .. la competenCia de la Comunidad Autónoma
para emitir certificaciones respecto a las materias some­
tidas a Su responsabilidad...», es decir, en las materias
relativas al comercio interior, pero quedando al margen
todas las demás, pues son de indubitada titularidad esta­
tatya que el Real Decreto"Cuestionado tiene comó fina-
lidad determinar los órganos competentes para la expe­
dición; de ·Ios certificados y documentos que permitan
el ejercicio del derecho de establecimiento en el ámbito
de las actividades comerciales en los diferentes EStados
miembros de las Cómunidades Europeas.

, Siendo éste el propósito expreso del Real Decreto.
, el problema se centra en la pretendida violación de las
competencias de la Generalidad áé Cataluña en materia
de comercio interior. al entenderse de adverso que a
la mencionada Comunidad Autónoma le corresponde
«trasponen> las normas comunitarias relativas al libre
establecimiento de actividades comerciales en territorio
comunitario.

B) Desde la óptica de los efectos generales de la
adhesión de España a las Comunidades Europeas sobre
el orden constitucional de las competencias, es claro
que ese orden no resulta alterado por nuestro ingreso
en la CEE, ni por la promulgación de nprmas comunitarias
europeas. así como por la incidencia de las mismas en
nuestro Derecho interno. Pero por ello mismo, no puede
considerarse válido el argumento. enunciado sin más,
de que corresponda a Cataluña la ejecución de Tratados
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y Convenios. ya que tal ejecución habrá de discurrir a
través del orden competencial establecido. aunque tam­
poco sea aceptable que una genérica invocación de las
competencias en materia de relaciones internacionales.
al amparo del arto 149.1.3 de la CE. permita lícitamente
un desapoderamiento competencial de las Comunidades
Autónomas en materias'reguladas por la CEE. •

En este ámbito de cosas. de acuerdo con estas pre-:
misas. puede afirmarse lo siguiente:

a) La tarea de desarrollo y ejecución de las normas
comunitarias ha de enmarcarse en un contexto de rela­
ciones interestatales. siendo inexcusable la competencia
estatal -a través del Gobierno- para dirigir toda esa
actividad (arts. 93 y 97 C.E.). En este sentido. la unidad
de interpretación del Tratado en el plano interno autoriza
siempre a afirmar que las tareas de ejecución tienen.
por lo menos. Un aspecto básico que exige la interven-
ción estatal. '

b) . Al desarrollar y ejecutar normas comunitarias. los
intereses en juego trascienden el ámbito autonómico'
(art.137 e.E.) y apelan a la necesaria intervención del
Estado. siendo obvia la conexión de las cuestiones comu­
nitarias -la uniformidad y general vigencia de su dere­
cho- con el interés general.

c) Si el orden constitucional de competencias no
resulta alterado. ni las Comunidades Autónomas pueden '
regir la direccion política en asuntos comunitarios que
tienen relación con sus competencias exclusivas. está
claro que la solución ha de discurrir por sendero que.
equidistante de la conservación por las Comunidades
Autónomas de, sus propias competencias y de la res·
ponsabilidad comunitaria del Estado. admita -la modu­
lación (ex arts. 93. 97y 149.1.3 C.E.) del contenido
jurídico de la competencia autonómica exch.isivá por la
condición de España como Estado miembro de las Comu~
nidades Europeas.

d) . Finalmente. es objetivo de la CEE.alavez que
. requisito de buen funcionamiento. que la ejecución de
sus normas se lleve a efecto de modo simultáneo en
todbslos Estados mie.fJlbrosy de la forma más homo­
génea.Así. en tarea de ejecudón o transposición de
normas europeas. el Estado adquiere especial protago­
nismo. tanto más cuanto se advierte que fa CEE dicta
normas que de ordinario se' refieren a materias relacio­
nadas con la economía -en nuestro Caso normas ati­
nentes al derecho de libre establecirtliento de actividades
comerciales-' y lo hacen mediante enunciación de prin­
cipios generales ~e ordenación común. Se hace menes­
ter apuntar que. por lo indicado. la ejecución normativa
del Derecho Comunitario corresponderá ordinariamente
al Estado. al entrar en juego la competencia estatal de
ordenación general de la economía (ex arto 149.1.13
C.E.).

C) En relación con el arto 93 C.E.. añade el Abogado
del Estado. hay que distinguir entre la garantía del cum­
plimiento de 'los TratacJos y Convenios internacionales
y. en su caso. del Derecho derivado de los mismos (atri­
bución propia del Estado.art. 149; t3 C.E.• recordada
y precisada por el arto 93. segundo inciso. C.E.. respecto
a un tipo singular de Tratados; los que suponen cesión
a organizaciones o instituciones internacionales o supra­
nacionales de competencias derivadas de la Constitu­
ción) y las competencias para la adopción de medidas
de ejecución d~ aquellos Tratados y Convenios. pues
es en e.sta segundo caso cuando opera el orden de com­
petencia del Derecho interno. en el que, se encuadran
preceptos corno el Brt. 27.3 del EAC. Pero el arto 27.3
EAC no atribuye ninguna competencia nueva a la Comu­
nidad Autónoma, ya que lo único que de él resulta es
una vinculación de las competencias autonómicas al

cumplimiento de los Tratados y Convenios internacio­
nales de los que el Estado es parte.

O) De otra parte. desde la perspectiva del reparto
de competencias en materia de comercio interior entre
el Estado y la Generalidad de Cataluña. ésta tiene com­
petencia exclusiva. según el arto 12.1.5 EAC. en materia
de comercio interior. «de acuerdo con las bases y la
ordenación dela actuación económica genera~). '

La ordenación general de la economía es una com­
petencia estatal que ha de interpretarse como ordena­
ción de todos los" sectores y del propio Estado eón rela­
ción a ellos, de mar:lera que. dentro de esta competencia
de dirección de la actividad económica general. tiene
cobijo también las normas estatales que fijen las líneas
directrices y los criterios globales de ordenación de sec­
tores económicos concretos. así como las previsiones
de acciones o medidas singulares que sean necesarias
para alcanzar los fines propuestos dentro de la orde­
nación de cada sector. Por ello•.en virtud de la com­
petencia de ordenación generaí de la economía. el Esta­
do puede dictar regulaciones unitarias de carácter regla~

mentario para asegurar y garantizar el cumplimiento uni­
forme y homogéneo de una norma de Derecho europeo.
así como la igualdad de disfrute por parte de sus poten­
ciales destinatarios. Y., a,simismo. constatada y admitida
la necesidad de adaptar el ordenamiento interno a la~

normas de la CEE. ello deberá hacerse através de norma:¡.
que necesariamente deberán ser de ordenación general,
y. por tanto. competencia del Estack> ouando éste la ten­
ga así atribuid.a en ,la Constitución y en los Estatutos
de Autonomía. como es el caso que nos ocupa (ex arto
12.1.5 EAC).

E), A todo ello-concluyeel Abogado del Estado­
responde el Real Decreto controvertido. que regula uni­
tariamente la expedición de los documentos y certifi­
caciones exigidos para' el libre ejercicio del derecho de
establecimiento. dando así cumplida satisfacción a las
exigencias de la más elemental unidad de acción exterior
que demanda una<acoordinación erila intervención de
todos los poderes públicos con competencia en fa mate­
ria. Y. por otro lado. tampoco las previsiones normativas
en orden a la gestión centralizada en la Dirección General
de Comercio Interior ofrecen merma ilegítima de com­
petencias aútonómicas. Si bien no parece que tales medi­
das de centralización de la gestión sean indispensables
para asegurar la plena efectividad de la ordenación bási­
ca .del sector. sí resulta. en cambio. indubitable que tal
gestión centralizada se justifica por la del título de garan­
tía deL cumplimiento. uniforme y homogéneo del Derecho
comunitario (arts. 93 y 149.1.3 C.E.).

5. El13 de marzo de 1987 tuvo entrada en este
Tribunal un escrito de la Abogada del Gobierno Vasco.
doña Ana Aguirre Zurutuza. por el que se plantea. en
nombre y representación del Gobierno Vasco y frente
al Gobierno de la Nación. conflicto positivo de compe­
tencia en relación al Real Oecreto 2225/1986. de 3
de octubre. por el que se modifica el Real Decreto
1063/1986. de 9 de mayo. por el que se regula la expe­
dición de documentos y certificados referentes al sector
de actividades comerciales establecidos por las Direc­
tivas del Consejo de la Comunidad Económica Europea
en la materia. para facilitar el derecho de establecimiento
y de libre prestación de servicios en los diferentes Esta­
dos miembros de la Comunidad Económica Europea. Por
est13 escrito. registrado con el núm. 336/87. se solicita
de este Tribunal dicte Sentencia por la que se reconozca
que la competencia ejercitada corresponde a la Comu- .
nidad Autónoma del País Vasco. declarando nulo o ina­
plicable en el ámbito territorial de la misma el referido
Real Decreto 2225/1986. '

l
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. Los términos del conflicto y su fundamentación jurí­
dica. de acuerdo con lo escrito de planteamiento. son.
en lo sustancial. lo's siguienteS:

A) El antecedehte inmediato del objeté> del presente
conflicto lo constituye el Real Decreto 1063/1986. de
9 de mayo, norma ésta que par el Gobierno Vasco fue
interpretada en el sentido de que era aplicable exclu­
sivamente a la Administración del Estado en el ámbito
d~_sqscomPetencias•.posibilitaJ:ldoasíuna interpretación
conforme egn· el· sistema de distribución .de competen-

- cias operéldo en virtud de. la Constitución y el EAPV.
Sin embargo. el Real Decreto 2225/1986. objeto

ahora de la controversia. ha operado una modificación
sustancial en cuanto excluye la ejecución directa en el
plano interno de las Directivas Comunitarias por la CA .
del País Vasco (art. 20.3 EAPV). limitando, mediante el·
establecimiento dé -una -intermediaciÓnestatal ..·no legi~

timada constitucionalmente, el ejerciciode las facultades
ejecutivas de certificación en una materia que. como
lo es el comercio interior. en virtud de la Constitución
y el EAPVle corresponde como competencia con carác-
ter de exclusiva(art.1 0.27EAPV). . .

El Real Decreto en cuestión. establece. asimismo; que
las emisiones de .certificados porléls distintas Adminis­
traciones Públicas en el ejercicio de SUs respectivascom­
peténcias serán. objeto de coordinación por la Dirección
General de Comercié> Interior a fin deasegurarquetales
emisiones se ajusten a las condiciones exigidas por las
Comunidades Europeas. con lo. que también se invaden
competencias de la titularidad de laCA del País Vasco.

B) A los efectos de centrar el tema a debatir. es
oportuno partir delél constatación de que el Real Decreto
2225/1986. se incardina en la actividad de ejecución
dél Derecho' Comunitario, tal. como se desprende. con
obviedad. de su preámbulo. desu estructura y contenido;
Y. partiendo de esta constatación. ha de señalarse que
ni delordenamientojurídicotomunitario, ni de la Cons­
titución se deriva obstáculo directo alguno para la inter~
vención de las Comunidades Autónomas en el proceso
de ejecución de sus normas.

Por lo que se refiere ala Constitución, puedeafirmarse
que su arto 93 en absoluto autoriza una redistribución
interna de competencias a la hora de acometer ·Ia eje­
cución del Derecho -derivado delejercicio delascom­
petencias transferidas. de.manera que las competencias
que tras la cesión resten. pertenecerán a los órganos .
centrales o autonómicos según el reparto que consti-.
tucionalmente se ha previsto. Además. el art. 9~ habla
de garantía de cumplimiento. no del cumplimiento en
sí. lo que conlleva que dicho artículo no sea obstáculo
para que las Comunidades Autónomas intervengan en
la ejecución interna del Derecho Comunitario en la medi­
dade sus competencias.

Descartado, de esta forma. que el art.93 e.E pueda
cólÍstifúirse .érfbase-c<l"nstitúCiolial.dé'un-acompétenéia"
exclusiva del Estado sobre la ejecución en efplano inter­
no del Derecho Comunitario. la cuestión se centra en
interpretar el alcance dela reserva competencial del arto
149.1.3 C.E. sobre este particular resulta claro que si
se admite que el Estado puede. por medio de la cele­
bración de un Tratado internacional. transferir compe­
tencias de las Comunidades Autónomas a organismos
internacionales o introducir en ellas normas y obliga­
ciones que constitucionalmente no le sería posible esta­
blecer mediante una fuente normativa interna, y, a ren­
glón seguido, se proclama que es también competencia
exclusiva del Estado la ejecución en el plano interno
de lo convenido internacionalmente, la conclusión no
puede ser otra que el total soslayamiento del principio
de autonomía.

.Parece obvio. por tanto. que no se puede aceptar
una interpretación del núm. 3 del arto 149.1.. en com­
binaciqn COn el arto 93. que contradiga abiertamente
el resto de los preceptos constitucionales que instauran
la distribución -interna de competencias. De ahí qUe, la
ejecuCión interna del Derecho Comunitario. como la de
cualquier obligación internacional contraída por el Esta­
do, no forma parte del contenido del concepto relaciones
internacionales Y. por ende. no pertenece ala compe­
tencia.exclusiva del Estéldo. Talejecuciº",!."pr~ci§a,mente
porse.un'a actividad aenetaproyeccióh interna. se inqélr­
dina perfectamente en el marco de los pbderescY'com­
petencias que a cada ente territorial corresponde envir­
tud del repartomaterial y funcional operado por la Cons­
titución Y. en consecuencia, la resolución del problema
de saber que instancia, la central o la autonómica. ha
de intervlmir en las tareas aplicativas o ejecutivas del
Derecho Europeo qúeda' remitida al reparto interno' de
competencias, en función de la materia de que se trate.

Por lodemas. el arto 20.3 del EAPV recoge. con expre­
sión acertada. la tesisque se viene exponiendo al atribuir
a dicha Comunidad. lélcompetencia para ejecutar los
Tréltados y Convenios en tod910 que afecte alas materias
atribuidas a su competencia en la norma estatutariél.

Cl .Afinpecomprender claramelltela controversia
que en el presente pr'oceso se suscita. conviene tener •
presente que las Directivas Comunitarias de las que traen
causa los Reales DecretQs 1063/1986 y 22511986.
ala ·luz de los principios de libertad de establecimiento
y libre prestación de serviciosconténidos en el Tratado
de Roma, tienen por objeto la puesta en marcha de la
colaboración de las autoridades competentes del Estado
español en ordena asegurar a los ciudadanos españoles
el principio de equivalencia en el aceesoy ejercicio de
determinadas actividades comerciales en otros Estados
miembros.

A tal efecto. según las Directivas del Consejo de las
Comunidades Europeas que han motivado el Real Decre­
to que se impugna. la concurrencia de las condiciones
de. equivalencia para posibilitar la libertad de estable­
cimiento. y la libre prestación de serviCios en las acti­
vidades por dichas Directivas consideradas. descansa
en su acreditación por órganos y organismos compe­
tentesdel Estado de origen o procedencia. sin que dichas
Directivas, respetuosas cón el reparto competencial inter­
no de cada Estado miembro, determinen quienes son
los organismos llamados a certificar. Porello. la actividad
certificante será ejercidél. dentro de cada Estéldo miem­
bro. por los órganos u organismos que. según su orde­
namiento jurídico. sean competentes para ello,

En este sentido. muy' significativo es que la gene­
ralidadde los Estados miembros hayan designado aórga­
nos judiciales o fedatarios públicos para la emisión de
los certificados o recepción de las declaraciones juradas,
sin establecer intervención alguna de autoridades admi­
nistrativas:sea e-n la rea1ización'de estaaetividado'como"
revaJidatiónde cara a los otros Estados miembros, (Ca­
municacióhde la Comisión de las Comunidades Euro­
peas. DOCE, C. núm. 81, de 13de júliode 1974).

D} Ciñendo todas estas consideraciones al examen
del sistema implantado por el Real Decreto 2225/1986.
en relación con el Real Decreto 1063/1986. fácilmente
se puede manifestar que este sistema institucionaliza
la subsidariedad que las Directivas establecen respecto
del documento administrativo equivalente. en cuanto
atribuye la actividad de certificaCión de que tratamos
a un órgano específico de ,la Administración en detri­
mento de los órganos competentes por razón de la
materia.

Sin embargo. las certificaciones a que se' refiere el
Real Decreto que se impugna se integran en la com-
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petencia en materia de comercio interior que correspon­
de en exclusiva. a la CA Vasca (art. 10.27 EAPV). Esta
competencia. además de su contenid~ tíl?i~o en materia
de ordenación comercial, supone el eJerCICIO de cuantas
funciones sean inherentes a la misma. entre las que se
halla la función certificante que corresponde. entre las
que se halla la función cer~ifi.cantf!l que cor~espond.e. por
naturaleza. al órgano administrativo que tiene atribuida
la competencia; .

Por ello. las .referidas normas reglamentarias han
materializado una redistribución del reparto competen­
cial configurada en la Constitución y él EAPV al ma~gen
de los mecanismos previstos para ello. ya que la inte­
gración de España en la CEE y el impacto consiguiente
de las normas comunitarias en el ordenamiento jurídico
no justifican una ?Iteración del nivel coml?etencial de
la Comunidad Autonoma como no sea precisamente en
favor de las instituciones de las Comunidades Europeas.

Nos encontramos. por lo demás. ante uno de los
supuestos en los que. por la propia naturaleza de la acti­
vidad de certificación. la gestión centralizada de la expe­
dición de documentos y certificadOS no supone una
garantía mayor en cuanto al cumplimiento del resultado
querido pbr1as Dire.ctivasComunit.a.rias•. cual es lacerteza
lurídíca del cont~nldo de las certl.fl~?clones. ~sta no se
obtiene por un sistema de expedlclon centralizado•. por
cuanto tal sistema de gestión no refuerza la veraCidad
del contenido de lascertificaciones. ya que éstas segui­
rán siendo expedidas por 10s.Órganos y ~rganismos co~­
petentes funcional y materialmente sin que su revali­
dación mediante un certificado ulterior aporte mayor cer­
teza jurídica a su contenido. De ahí que el método esta­
blecido en los Reales Decretos. además de vulnerar la
competencia exclusiva en materia de comf!lrci<? interior
de la· C.A. del País Vasco. se muestra como ineficaz para
cumplir la finalidad que. segun indica el preámbulo del
Real Decreto 2225/1986. ha motivado su adopción.
cual es reforzar las garantías del certificado final de vali-
dez exterior. .

E) En la contestación del Gobierno al requerimiento
formulado en su día. la competencia estatal para pro­
mulgar el Real Decreto 2225/1986 se ampara en el
arto 149.1.3 en 'relación con el arto 93. ambos de la
C.E.. alegáneÍose. de una parte. que la regulaí?i?n unitari~
de la expedición de los documentos y certificados. eXI­
gidos por la CEE obedece a la más elemen.tal l;J!1ldad
de acción exterior que demanda una coordlnaclon en
la intervención de todos los poderes públicos con com­
petencia en la matérié!!. y. de otra•. que la g~stión cen­
tralizada de las actuaciones de que se trata viene ampa­
rada por el título de garantía del cumplimiento uniforme
y homogéneo del Derecho Comunitario.

Respecto de la p~imera alegación. y ~in perjuicio de
lo ya dicho a proposlto de la competencia/estatal s<?bre
relaciones exteriores. es preciso resaltar que la unidad
de acción exterior queda perfectamente salvaguardada
por ser el Estado. en cuanto suj!'!to de Derech? inter­
nacional. el encargado de comulllcar a los demas Esta­
dos miembros ya la Comisión. cuales serán los órganos
competentes en el Estado !,!sl?añol para expedir los cer­
tificados y documentos. ASimismo. el hecho de que una
actuación de la Comunidad AutÓnoma produzca efectos
en el territorio de los demás Estados miembros no jus-

. tifica. por la incidencia remota que supone en el título
sobre relaciones internacionales, una reordenación com­
petencial en el plano interno de la competencia material
sobre el comercio interior.
. Respecto de la segunda alegación, cabe señalar que

1 al Estado le incumbe la garantía del cumplimiento del
Tratado de Roma y de las resoluciones emanadas de
las instituciones comunitarias (art. 93 C.E.), pero ni este
artículo ni aquel Tratado imponen un cumplimiento uni-

forme y homogéneo. Así lo demuestra tanto el propio
texto de las Directivas de referencia, como la pací~ica
aceptación por la Comisión .de las' Comunidades E~ro­
peas de la pluralidad de autoridádes competentes para
el ejerci,cio de dichas funciones en todos y cada uno
de los demás Estados miembros.

F) Por último. y en relación al segundo apartado
del arto 4 del Real Decreto 1063/1986 en la redacción
dada por el Real Decreto ahora impugnado, es de señalar
que,' en aplicación del principio de compE:!tencia, resulta
evidente que la instrumentación del principio de coor­
dinación entre Ór.ganos de una misma Administráción
Pública no puede ser aplicada, en sus mismos términos,
a las relaciones interorgánicas entre las Administracio­
nes estatal y autonómica enel ejercicio de sus funciones
propias, subordinando a dicho efecto ésta a aquélla.
Dicho principio vincula ambas Administraciones Públicas
y por imperativo del principio de eficacia y del, general
de colaboración que debe presidir las relaciones entre
el Estado y las Comunidades Autónomas deberá instru­
mentarsé por medios distintos a aquellos que- puedan
implicar una dependencia cuasijerárquica.

De otra parte la actividad de coordinación se atribuye
al Estado en tres apartados del art.. 149.1 de la C.E.,
cuales son la planificación general de la a(:tividad eco­
nómica (apartado 13), la investigación científica y técnica
(apartado 15) y la sanidad (apartado 16), de manera
que esa competencia no puede hacerse extef!siv~a aque:
lIas, materias en las que, ni el texto constitucIonal: nt .
el EAPV, lo ampara. De ahí que el Real Decreto objeto
del presente conflicto, al atribuir a la Dirección Gen~ral
de Comercio Interior facultades materiales de coordma­
ción de las actuaciones de la Comunidad Autónoma en
el ejercicio de sus competencias ,en materia de comercio
interior (art. 10.27 EAPV), suponga una invasión de las
mismas.

6. Por providencia de 1 de abril de 1987, la SecciÓn
Cuarta de este Tribunal acordó admitir a trámite el con­
flicto planteado; dar traslado de la demanda y docUmen­
tos presentado~ al Gobierno de la Nación; dirig~r <?ficio
al Presidente del Tribunal Supremo pa~a conOCimIento
de la Sala de lo Contencioso-Administrátivo correspon~

diente del mismo, a los efectos, en su caso, de lo dis­
puesto en el art,61.2 de la LOTC; y publicar la incoación
del conflicto en el «Boletín Oficial del Estado» y del País
Vasco para general conocimiento.

7. El Abogado del Estado, en representación del
Gobierno de la Nación, mediante escrito de 29 de abril
de 1987, suplicó de este Tribunal dicte Sentencia decla­
rando que pertenece al Estado la titularidad de las com­
petencias controvertidas en relaciÓn con el Real Decreto
2225/1986, de 3de octubre.

Como fundamento de tal oposición a la pretensión
deducida por el Gobierno Vasco, alega el Abogado del
Estado que para la representación procesal de la parte
promotora del conflicto. el Real Decreto 2225/1986 pro­
duce una invasión del ámbito competencial autonómico
(ex arto 10.27 EAPV), por cuanto que en materia de
comercio interior la titularidad es exclusiva de la Comu­
nidad AutÓnoma. De forma y manera, que la «función
ejecutiva de certificaciónllcorresponde a la Comunidad
Autónoma y no a la Dirección General de Comercio
Interior.

Sin embargo, lo que la norma impugnada dispone
es jj..lstamente lo contrario, al reconocer la competencia
de emitir documentos o certificados a las Comunidades
Autónomas cuando éstas disfruten de la titularidad mate­
rial. Es más, en el preámbulo del Real Decreto sobre
el que se ha trabado el presente conflicto, puede leerse
como razón de su promulgación el «... tener debidamente
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en cuenta las competencias de l,as Comunidades Autó­
nomas para emitir certificacioneS respecto de las mate­
rias sometidas a su responsabilidad...».

Por. lo tanto, difícilmente puede compartirse la ale­
gación realizada por la representación procesal del
Gobierno Vasco cuando entiende que, en el presente
caso, se .ha operado una. redistribución del reparto de
competencias.

El Gobierno Vasco defiende, al amparo del artículo
20.3 del EAPV, su competencia para la ejecución de
Tratados y Convenios internacionales y, en. particular,
para acreditar los extremos contenidos en las Directivas
comunitarias al tratarse de materia de comercio interior
(art. 10.27 EAPV). Pero, sin perjuicio de advertir que
la labor de incorporación al ordenami.ento interno del
contenido de las Directivas comunitarias no es mera eje­
cución de Tratados intEilrnacionales, el presente conflicto
se contrae a dilucidar si la centralizélciónque en la Direc­
ción General de Comercio Interior se prevé para la expe­
dición unitaria, frente a los restantes Estados miembros
de las Comunidades Europeas y alas propias instancias
de estas últimas, de los documentos o certificaciones de refe­
rencia constituye una vulneración del orden competen­
cial establecido. Este y no otro es, por tanto, el objeto
de la presente controversia, toda vez que el Real Decreto
2225/1986 respeta las competencias asumidas por la
C.A. del País Vasco en materia de comercio interior, ya
que, en todo caso, serán las instancias autonómicas quie­
nes acrediten y certifiquen los requisitos y extremos
exigidos.

En consecuencia, y contra lo que entiende la parte
actora, el presente debate no plantea sólo un problema
relativo al orden de competencia en materia de comercio ~
interior, sino también otro de garantía del cumplimiento
uniforme de la normativa comunitaria que. busca una
armonización de las legislaciones y requisitos nacionales
en orden de libre ejercicio del derecho de estable-
cimiento. ._

Porlo demás, hecha esta precisión inicial, la funda­
mentación que acontinuación desarrolla el Abogado del
Estado es reiteración sustancial -incluso literal en su
mayor extensión- de la que ya expusiera con ocasión
del conflicto positivo de competencia núm. 1.043/86.
Por ello, como quiera que esas alegaciones han quedado
ya sintetizadas en al anteceqente núm. 4 de esta misma
Sentencia, procede la remisión sin más a lo allí expuesto.

Mediante otrosí, solicitó la acumulación del presente
conflicto al registrado con el núm. 1.043/86, al darse
los presupuestos de conexión objetiva a que se refiere
el arto 83 de la LOTC.

8. Por Auto de 4 de junio de 1987, el Pleno del
Tribunal acordó acumular el conflicto positivo de com­
petencias núm. 336/87, interpuesto por el Gobierno Vas­
co, al registrado con el núm. 1.043/86, promovido por
el Consejo Ejecutivo de' la Generalidad de Cataluña.

9. Por providencia de 2 de .marzo de 1993, se acor­
dó señalar el día 4 del mismo mes y año..para deliberación
y votación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. Para abordar con la mayor claridad posible el
examen de la controversia que encierra los presentes
conflictos de competencia, conviene recordar el conte­
nido y alcance de las normas de las que dichos conflictos
traen causa.

El Real Decreto 1063/1986, de 9 de mayo, se ha
dictado en cumplimiento de determinadas previsiones
del Derecho Comunitario en materia de establecimiento
y libre prestación de servicios en el sector comercial.

En concreto, una serie de Directivas comunitarias, enu­
meradas en el arto 1 del Real Decreto 1063/1986, de
9 de mayo, a fin de suprimirlas restricciones que puedan
dificultar la libertad de establecimiento y de prestación
de servicios, han establecido unas medidas transitorias
y de realización de dicha libertad en relación a diversos
ámbitos (actividades de comercio al por mayor yacti­
vidades de intermediarios del comercio, de la industria
y del artesanado -Directiva 64/223/CEE-; actividades
de intermediarios del comercio, de la industria. y del arte­
sanado -Directiva 64/224/CEE-; actividades no asa­
lariadas del comercio minorista -Directivas
68/363/CEEy 68/364/CEE-; actividades no asalaria­
das del comercio mayorista de carbón y actividades de
intermediarios en el sector del carbón --:-Directivas
70/522/CEE y 70/523/CEE-; actividades de comercio
y distribución de productos tóxicos o que impliquen la
utilización profesional de dichos productos, incluidas las
actividades de intermediario -Directiva 74/556/CEE-;
actividades no asalariadas y de intermediarios en el sec­
tor del comercio y la distribución de productos tóxicos
...,...Directiva 74/557/CEE-; activjdades ejercidas de for­
ma ambulante -Directiva 75/369/CEE-), disponiendo,
a tal efecto, y en lo que ahora interesa, que los nacionales
de un Estado miembro que deseen ejercer tales acti­
vidades en el territorio de otro Estado miembro, en el
caso de que estuvieran obligados a probar en ese Estado,
según se trate de unas u otras actividades, su hono­
rabilidad y el no haber sido objeto de una declaración
de quiebra, o a probar que poseen la cualificación reque­
rida para ejercerla, podrán acreditarlo mediante la pre­
sentación de determinados documentos y certificados
que, expedidos por las autoridades y organismos com­
petentes del Estado miembro de origen o procedencia
del interesado, las propias Directivas especifican.

De este modo, agrupando los diversos supuestos en
dos grandes grupos, los documentos que acrediten la
honorabilidad y el no haber sido objeto de una decla­
ración de quiebra, consistirán -según especifican las
Directivas....:: en un certificado de antecedentes penales
o, en su defecto, en un documento eqUivalente expedido
por una autoridad judicial o administrativa competente
del que resulte que se cumplen dichas exigencias, pre­
cisándose, no obstante, que si en el país de origen o
dé procedencia no se expidiera el' documento relativo
a la ausencia de quiebra podrá sustituirse por una decla­
ración jurada realizada por el interesado ante una auto­
ridad judicial o administrativa, un Notario o un organismo
profesional cualificado de dicho país. Y en cuanto a las
certificaciones a fin de probar la cualificación requerida
par:a ejercer la actividad, con las mismas deberá acre-.
ditarse el ejercicio efectivo de la actividad durante tres
-{) más, según los supuestos- años consecutivos por
cuenta propia o en calidad de directivo de empresa, o
si el ejercicio de la actividad lo fuese por un plazo de
tiempo inferior, que, además, se ha recibido para la pro­
fesión .de que se trate una formación previa, sancionada
por un certificado reconocido por el Estado o conside­
rada plenamente válida por un organismo profesional
compete'nte.· ,

Con todo, no faltan especificidades en atención o .
singulares actividades. Así. en relación a la actividad de
comercio al por menor de bebidas alcohólicas y de leChe
a granel (Directiva 68/363/CEE. de 15 de octubre), si
para su efectivo ejercicio se exigieran determinadas con­
diciones de moralidad o de honorabilidad, cuya prueba
no pueda aportarse en el certificado de antecedentes
penales, servirá como prueba suficiente una certificación
expedida por una autoridad judicial o administrativa com­
petente del país de origen o de procedencia en la que
se acredite que dichas condiciones se cumplen. En otros



10 Jueves 15 abril 1993. BOE núm. 90. Suplemento

supuestos. en fin. a la acreditación de las condiciones
y requisitos señalados. deben unirse otros certificados.
como sucede en la actividad de comercio mayorista de
carbón y de intermediación en el sector del carbón (Di­
rectiva 70/523!CEE. de 30 de noviembre). en la que.
en su caso. el interesado deberá acreditar que ha vendido
en el país de origen O de procedencia. por cuenta propia
o en calidad de directivo de una empresa. una cantidad
igual y en el mismo período- de tiempo a la exigida en
el Estado en el que se. pretende desarrollar la actividad.

Las Directivas. pOr último. obligan a los Estados miem­
bros a comunicar a los demás Estados miembros y a
la Comisión de las Comunidades Europeas la designación
de las autoridades u organismos nacionales que expe­
dirán dichos documentos y certificados.

Pues bien. en desarrollo de tales Directivas. el Real
Decreto 1063/1986. de 9 de mayo. ha designado a
la Dirección General de Comercio Interior de la Secretaría
de Estado de Comercio del Ministerio de Economía y
Hacienda como organismo competente para la expedi­
ción de los documentos y certificaciones referidos (art 1).
añadiendo que los mismos se expedirán medianté la
aportación por parte del interesado de las certificaciones
correspondientes del Registro Mercantil. del Registro
Central de Penados y Rebeldes y de las Cámaras de
Comercio en relación con los diferentes extremos a que
se refieren las Directivas Comunitarias citadas en el art.
1. todo ello sin perjuicio de que la Direccióh General
de Comercio Interior pueda solicitélr del interesadp la
aportación de otros datos y certificaciones que sean
necesarios para completar el expediente. Finalmente. el
arto 3 puntualiza que cuando la certifk:ación que expida
la Dirección General de Comercio Interior se refiera a
la naturaleza y a la duración de las actividades profe­
sionales comerciales ejercidas por el peticionario en
España. dicha certificación. deberá ajustarse al modelo
oficial establecido por las Comunidades Europeas y que
figura como anexo al Real Decreto. .

Posteriormente, el Real Decreto 2225/1986. de 3
de octubre. añadió al Real Decreto 1063/1986. de 9
de marzo. un nuevo artículo. el 4, cuyo tenor literal es
el siguiente:

(iCuando se trata de documentos o certificaciones
que por razón de la materia deban ser acreditados por
las Comunidades Autónomas. la Dirección General de'
Comercio Interior de la Secretaría de Estado de Comercio
recabará de los órganos competentes de aquéllas su
remisión antes de proceder a la expedición de los cer­
tificados a los que se refiere el artículo 1 de este Real
Decreto. '

En tales supuestos, la Dirección General de Comercio
Interior adoptará las medidas de coordinación precisas
para asegurar que la emisión de certificados para las
distintas Administraciones Públicas se ajuste a las con­
diciones exigidas por las Comunidades Europeas.))

Conviene advertir. por lo demás. que la adición de
este nuevo precepto se justifica expresamente; en el
propio preámbulo del Real Decreto 2225/1986. en la
conveniencia de reforzar las ga~antías del certificado final
de validez exterior y en' la necesidad de tener debida­
mente en cuenta las competencias de las Comunidades
Autónomas para emitir certificaciones respecto de las
materias sometidas a su responsabilidad. si bien la expe­
dición de los documentos y certificaciones con eficacia
en el ámbito de la CEE sigue correspondiendo a la Direc­
ción General de Comercio Interior de la Secretaría de
Estado de Comercio del Ministerio de Economía y
Hacienda.

2. Tanto en el conflicto positivo de competencia
planteado por la Generalidad de Cataluña. como en el

promovido por el Gobierno Vasco. la problemática com­
petencial que se susdta presenta una coincidencia bási­
ca. consistente en cuestionar la competencia estatal para
expedir finalmente dichos documentos. y certificados. y
aun para designar las autoridades u órganos que hayan
de expedirlos. pues ptlr razón de su contenido. a juicio
de las recurrentes. esa actividad certificante debe recon­
ducirse a la materia de comercio interior. en la que a
una y otra Comunidades Autónomas les corresponde.
dadas las competencias que en virtud de sus Estatutos
de Autonomía han asumido (arts. 12.1.5 EAC yart. 10.27
EAPV). el. mantenimiento -como afirma la representa-

. ción de la Generalidad de Cataluña- de una información
permanentemente actualizada de los factores que inter­
vieneri en la comercialización. distribución y venta de
toda clase de productos o en la prestación de servicios.
Consecuentemente. no ostentando el Estado título com­
petencial alguno que le habilite para ello. a la Generalidad
de Cataluña y al Gobierno Vasco debe corresponder la
designación de las autoridades u órganos que hayan
de expedir los documentos y certificados que acrediten
el ejercicio en sus respectivos ámbitos territoriales de
las actividades ctlmerciales en las condicitlnesy circuns-
tancias señaladas. .

Siendo ésta. en lo sustancial. la posición de las Comu­
nidades Autónomas promotoras de los conflictos. el Abo­
gado del Estado. aun recpnociendo la competencia de
las Comunidades Autónomas para emitir los certificados
por razón de las materias sometidas a su responsabilidad
-lo que así se ha reflejado. por lo demás, en el Real
Decreto 2225/1 ~86-. apela ntl obstante. como argu-

.mento central justificativo ele la legitimidad de la com­
petencia estatal para expedir finalmente los documentos
y certificados. a que las tareas de desarrollo y ejecución
de las normas comunitarias. al enmarcarse en el contexto
de relaciones interestatales, conllevan por lo menos un
aspecto básico relativo al principio de unidad de inter­
pretación de los Tratados. lo que exige la intervención
estatal y. por taAto. modula el contenido de las com­
petenciasautonómicas (arts. 93. 97 y 149.1.3 C.E.). A
ello debe sumarSe -prosigue el Abogado del Estado­
la conexión que las cuestiones relativas a la uniformidad
y vigel\cia general del Derecho Comunitario guardan con
el interés general al trascender del interés autonómico
(ar1. 137 C.E.), y. asimismo. el que las normas contro­
vertidas se refieren a materias relacionadas con la'eco­
nomía.lo que ha~,e entrar en juego la c0rn.petencia es~a­
tal de la ordenaclon general áe la econornla que permite
al Estado dictar regulaciones unitarias de carácter regla­
mentario para asegurar el cumplimiento uniforme y
homogéneo de las normas del Derecho Comunitario.

3. Las Directivas. en cuya ejecución se ha dictado
el Real Decreto 1063/1986. no prejuzgan en manera
alguna cuales hayan de serias autoridades y órganos
de los Estados miembros que \hayan de expedir. en su
caso. los documentos y certificaciones. ciñéndose a fijar
el contenido de los mismos y á imponer I.a obligación
de comunicar a la Comisión ya los demás Estados miem­
bros las autorida~es y órganos que los expedirán.

Esa comunicación o transmisión de la información,
ciertamente, corresponderá efectuarla al Gobierno de la
Nación. pues. 'como hemos recordado recientemente.
es el Estado. como miembro de la CEE y obligado ptlr
las Directivas Comunitarias. quien ha de relacionarse con
las ·instituciones autonómicas y demás Estados miem­
bro!" para hacerles llegar la información (STC 172/1992.
fundamento jurídico 3.°). Sin embargo. este extremo no
es propiamente el objeto de la disputa competencial
planteada, sino que. como ya nos consta. 'lo cuestionado
es la competencia del Estado para designar ·lasauto­
ridades y órganos que expedirán los documentos y cer-
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tificados y la designación a la que se ha procedido. que.
además. se ha hecho a favor de un órgano de la propia
Administración estatal.

Pues bien. esa competencia no puede encontrar
cobertura en el título por el que al Estado se le reconoce
la competencia exclusiva en la materia de relaciones
internacionales (art. 149.1.3 C.E.). A tal efecto. notorio
es -así lo venimos advirtiendo desde la STC 125/1984­
que la dimensión exterior de un asunto no puede servir
para realizar una interpretación expansiva del arto
149.1.3 C.E. que venga a subsumir en la competencia
estatal toda medida dotada de una cierta incidencia exte­
rior por remota que sea. ya que si así fuera se produciría
una reordenación del propio orden constitucional de dis­
tribuciónde competencias entre el Estado y las Comu­
nidades Autónomas (en la misma línea SSTC 153/1989.
54/1990.76/1991 Y 100/1991).

Por ello. y en relación ya directa con la problemática
de la ejecución del Derecho Comunitario. son las reglas
internas de delimitacióncompetencial las que. en todo
caso. han de fundamentar 'Ia respuesta a los conflictos
de competencia surgidos entre el Estado y las Comu­
nidades Autónomas (STC 252/1988 y en términos rei­
terativos. SSTC 76/1991 .y 115/1991). tal como. áde­
más. se reconoce desde el propio Derecho Comunitario.
en el que consolidada jurisprudencia del Tribunal de Jus­
ticia haconságrado el llamado principio de autonomía
institucional y procedimental. en virtud del cual. cuando
las disposiciones de los Tratados o demás normas comu~
nitarias reconocen poderes a los Estados miembros o
les imponen obligaciones en orden a la aplicación del
Derecho Comunitario. la cuestión de saber de queforma
el ejercicio de esos poderes y la ejecución de las obli­
gaciones pueden ser confiadas por los Estados miembros
a determingdos órganos internos depende únicamente
del sistema constitucional de cada Estado miembro.

Proyectada esta doctrina al presente supuesto, es c1a­
roque. atendiendo al contenido de las normas contro­
vertidas. la referida competencia estatal en materia de
relaciones internacionales no queda en forma alguna
afectada pues dichas normas no guardan conexión direc­
ta con el contenido esencial de esta materia. que. sin
llegar a una descripción agotadora de la misma. en la
STC 153/1989 ya hemos caracterizado. en su núcleo
fundamental como comprensiva del treaty making
pórver. de la representación exterior y de la responsa­
bilidadinternacional.

Justamente. en estrecha relación con la responsa­
bilidad internacional del Estado. no puede dejarse de
señéllar que la plena garantía del cumplimiento y eje­
cución de las obligaciones internacionale's Y. en particular
ahora. del Derecho Comunitario que al Estado encomien­
da el arto 93C.E.. a pesar de que necesariamente ha
de dotar al Gobierno de la Nación de los instrumentos
necesarios para desempeñar esa función garantista (STC
252/1988. fundamento jurídico 2.°). articulándose la
cláusula de responsabilidap por medio de una serie de
poderes que permitan al Estado llevar a la práctica los
compromisos internacionales adoptados. tampoco pue­
de tener una incidencia ó proyección interna que venga

. a alterar la distribución poderes entre el Estado y las
Comunidades Autónomas operada por el bloque de la
constitucionalidad. Y es- que. aún cuando en elart. 93
C.E. se localiza una clara manifestación del monopolio

.competencial del Estado en orden a la garantía del cum­
plimiento de los compromisos adquiridos frente a· otros
sujetos de Derecho ·internacional. ya que esa garantía
de la ejecución -no. desde luego. la ejecución misma­
sí puede integrarse en el contenido del arto 149.1.3 C.E..
ello no quiere decir que la previsión del arto 93 de la
C.E. configure por sí sola un título competencial autó-

nomo a favor del Estado. sino que. ineludiblemente. ha
de serlo por conexión con las competencias exteriores
del Estado.

En cualquier caso. los poderes de control y vigilancia
qUé. para el aseguramiento de la ejecución. deban corres­
ponder al Estado lo que no pueden es afectar a la com­
petencia misma que constitucionalmente deban desarro­
llar y ejercitar las Comunidades Autónomas. desplazán-

, dola o sustituyéndola anticipadamente por el ejercicio
de poderes que. en ese caso. no serán ya de control
y vigilancia.

Consecuentemente. en el caso que nos ocupa. el arto '
149.1.3. en relación con el arto 93. no legitima. a falta
de otro fundamento. la atribución al Estado de la potes­
tad de designar las autoridades u órganos que deban
expedir los documentos y certificados a los que se refie­
ren las Directivas comunitarias. La competencia corres­
ponderá. antes bien. a quien. por razón de la materia
y del contenido de dichos documentos. el orden interno

• de distribución ddcompetencias venga a atribuírsela.
sin que. reiteramos. la competencia estatal en materia
de relaciones exteriores ni. en particular. la garantía de
laejecución del Derecho Comunitario. que. con arreglo
a la responsabilidad frente a los órganos ,comunitarios.
le incumbe al Estado. pueda dar cobertura a la decisión
adoptada en las normas reglamentarias ahora contro­
vertidas.

Conviene precisar. finalmente. antes de proceder al
examen del régimen de distribución de competencias
entre el Estado y las Comunidades Autónomas de Cata­
luña y del País Vasco en la materia a la que son recon­
ducibles las normas cuestionadas. que. para la resolución
de los conflictos. ni el arto 27.3 del EAC ni el arto 20.3
del EAPV presentan especial significado. Yes que resulta
incuestionable que los señalados preceptos estatutarios
no atribuyen a sus respectivas Comunidades Autónomas
competencia alguna añadida a las que ya dispusieran
en virtud de otros preceptos estatutario~ -los especí­
ficamente dirigidos a ese fin-. lo que guarda absoluta
coherencia con el alcance dado al título competencial
del Estado resultante del arto 149.1.3 C.E. De no ser
así. la ejecución de los Tratados materialmente vendría
a formar parte del contenido de las relaciones interna­
cionales y.en tal hipótesis. dado el art. 149.1.3 de la ­
e.E.• esa ejecución no podría configurarse como com~

petencia estatutária de las Comunidades Autónomas.

4. La competencia para designar a las autoridades
u órganos que habrán de expedir los documentos y cer­
tificados acreditativos de los extremos a los que se refie­
ren las Directivas Comunitarias. tampoco puede reco­
nocerse que correspondaal Estado por razón de lo dis­
pu.esto en el-arto 149.1.3 C.E. .

Sin necesidad de mayor~s consideraciones. es. en
efecto. de todo punto manifiestoque la ordenación gene­
ral de la economía no legitima que sea un órgano estatal
el que expida de manera centralizada esas certificacio­
nes. ni siquiera que sea el Estado el que deba designar.
siempre y en todos los casos. las, autoridades u órganos
que deban expedirlas.

Buena prueba de ello es el' que el propio Abogado
del Estado admite que esa centralización' no resulta indis­
pensable para asegurar la plena efectividad de la orde­
nación básica del sector. comercial. tratando de justi­
ficarla, en consecuencia. en la garantía del cumplimiento
uniforme y homogéneo del Derecho Comunitario (arts.
149.1.3 Y 93 C.E.). lo que. sin embargo. como ya hemos
visto. resulta manifiestamente incompatible con el orden
constitucional de distribución de competencias.

5. Por su contenido. los documentos y certificados
que por los Estados miembros deban. en su caso. expe-
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dirse. hacen directa referencia al ejercicio y desarrollo
de determinadas actividades comerciales en los terri­
torios de los respectivos Estados miembros de la CEE
De lo que se trata es. como ya hemos anticipado. de
acreditar la honorabilidad. no haber sido objeto de decl~

ración de quiebra y tener ·Ia cualificación requerida para
ejercer determinadas actividades comerciales por quie­
nes. habiéndolas ejercitado -en nuestm caso-en el
territorio del Estado español. pretendan en adelante
ponerlas en práctica en el territorio de otro Estado miem­
bro siempre que éste exija la concurrencia de esaS
circunstancias.

El contenido de esas acreditaciones fácilmente pone
de manifiesto. pues. que la expedición de las mismas
se configura como una actividad pública certificante que
entronca directamente con la materia de comercio inte­
rior y que no puede.· por ello mismo. quedar al margen
de las competencias que. en relación· a dicha materia.
han asumido las Comunidades Autónomas de'Cataluña
y del País Vasco. En la medida en que esos documentos
y certificados se· refieren· a determinadas circunstancias
caracterizadoras del ejercicio de la actividad comercial
y de prestación de servicios de quienes pretenden en
adelante operar en el ámbito territorial de.otros Estados

. miembros de la CEE. es obligado admitir que alas Comu­
nidades Autónomas con competencia en la referida
materia o. en su caso. a los órganos o autoridades que
ellas designen debe corresponderles esa acreditación de
la forma y manera en que se ha desarrollado la actividad
comercial o de prestación de servicios en sus ámbitos
territoriales. salvo aquellos productos sobre cuyo comer­
cio tenga competencia prevalente el Estado,

Por lo demás. no puede objetarse a esta conclusión
que el ámbito espacial en el que esas actividades se
hayan producido puede no adecuarse o ceñirse en su
integridad al de la.ComunidadAutónoma correspondien­
te por alcanzar al de varias Comunidades o. como así
sucederá con frecuencia. al de la totalidad del Estado.
En estos supuestos. la fijación de la competencia para
expedir los documentos y certificados podrá quedar con­
dicionada. ciertamente~ por la previa determinación del
oportuno punto de conexión. pero es esta cuestión ajena
a los términos en que se ha planteado la controversia.

la titularidad autonómica de la competencia en mate­
ria de comercio interior determina. en suma. que con
relación a las actividades comerciales que se desarrollen
en sus respectivos ámbitos territoriales. a las Comuni­
dades Autónomas de Cataluña y del País Vasco les ha
de corresponder la designación de las autoridades u
órganos competentes para la expedición de los docu­
mentos y certificados previstos en las señaladas direc- .

. tivas comunitarias. Por ello mismo. el· Real Decreto
1063/1986. en su integridad. no puede ser de aplicación
directa en el territorio de dichas Comunidades Autó­
nomas.

Debe precisarse al respecto que no sólo no es de
aplicación directa el art. 1 de dicho Real Decreto. al
designar a la Dirección General de Comercio Interior
como único y exclusivo órgano competente para la expe­
dición de los documentos. y certificaciones con eficia
ante las Comunidades Europeas. sino que tampOCo lo
será· el art. 2. pues corresponderá a la Comunidad Autó­
noma determinar los términos y condiciones en que
deban expedirse los documentos. siempre. claro es. que
se ajusten plenamente a las exigencias y obligaciones
resultantes de las Directivas Comunitarias. Y. por último.
idéntica razón conduce a negar la aplicabilidad directa
del art.3 de la misma norma reglamentaria.

6. Resta decir. finalmente. que el arto 4 del Real
Decreto 1063/1986. añadido por el Real Decreto
2225/1986. de 3 de octubre. en su primer párrafo da

entrada a las Comunidades Autónomas a fin de que emi­
tan los documentos o certificados que. por razón de
la materia. ellas deban acreditar. pero al mismo tiempo
mantiene la competencia de la· Dirección General de
Comercio Interior del Ministerio de Economía y Hacienda
para expedir finalmente los documentos y certificaciones
que ante los órganos comunitarios y demás Estados
miembros desplegarán los efectos. que han dispuesto
las correspondientes Directivas.

Esta previsión. una vez alcanzada la conclusión de
que a las Comunidades Autónomas de Cataluña y del
País Vasco corresponde expedir los documentos y cer­
tificados.es obvio que resulta superflua cuando no con­
tradictoria en sí misma. pues no correspondiendo a la
Dirección General estatal la expedición de los mismos.
dado que vienen a acreditar cuestiones directamente
relacionadas con las actividades comerciales de los soli­
citantes y. por tanto. con la materia de comercio interior
que a las Comunidades Autónomas constitucionalmente
les corresponde. éstas. ninguna remisión de tales docu­
mentos deberán efectuar al señalado órgano estatal. De
manera que. si las Comunidades Autónomas ostentan
la competencia en materia de comercio interior., e1las
deberán expedir con plena eficacia los documentos y
certificados. pero. por el contrario. si no ostentasen dicha
competencia. la expedición quede los mismosdeba efec­
tuar la Dirección General de Comercio Interior. ninguna

- acreditación previa por parte. de aquellas necesitará.
El precepto queda. en definitiva. privado de toda efec-

_tividad y resulta de aplicación imposible. No obstante.
hecha esta preéisión en cuanto a su alcance y verdadero
significado -que sólo desde la premisa de la compe­
tencia estatal amparada en alguno de los títulos esgri­
midospor el Abogado·del Estado podría encontrar razón
de ser-o no es. necesario declarar su nulidad de pleno
derecho. bastando con la declaración de inaplicabilidad
en el ámbito territorial de las Comunidades Autónomas
promotoras de los conflictos,

En cuanto al párrafo segundo del mismo art. 4. es
evidente que. por razón de su directa conexión con el
párrafo primero. identica ha de ser la conclusión. Con­
viene puntualizar. de todas formas. que las competencias
de las Comunidades Autónomas para expedir o para
designar a los órganos y autoridades que habrán da expe­
dir los documentos y certificados no puede quedar con­
.dicionada anticipadamente por mecfldas que. al abrigo de una
pretendida competencia de coordinación. el Estado pue­
diera pretender adoptar. ya que en este supuesto esa
competencia coordinadora no encuentra cobertura cons­
titucional.alguna.

Al igual que en otras ocasiones. hemos afirmado (STC
80/1985. fundamento jurídico 2.°) la necesidad de ase­
gurar la acción conjunta. la informacón recíproca y la
maximización de la eficacia no crea por sí misma com­
petencia alguna para el Estado ni puede ser utilizada·
por éste. para limitar indebidamente las competencias
autonómicas. Todo ello. en fin. sin perjuicio del deber
general de colaboración que necesariamente ha de pre­
sidir las relaciones entre el Estado y las Comunidades
Autónomas. máxime cuando de actuaciones y activid~

des como las ahora examinadas se trata.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Declarar que corresponde a las Comunidades Autó­
nomas de Cataluña y del País Vasco la titularidad de
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las competencias controvertidas y que, en consecuencia, ­
el Real Decreto 1063/1986, de 9 de mayo, con la modi­
ficación efectuada por el Real Decreto 2225/1986, de
3 de octubre, no es de aplicación directa en el territorio
de dichas Comunidades Autónomas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de marzo dé mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez Piñero y Bravo
Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Mon y Gon­
zález Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Alvaro
Rodríguez Bereijo.~Vicente Gimeno Sendra.-José
Gabaldón López.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio
Diego González Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firma­
do y rubricádo.

9762 Pleno. Sentencia 81/1993, de 8 de marzo.
Recurso de inconstitucionalidad número
1.677/1989. Promovido por el Gobierno de

, la NaCión contra determinados preceptos de
la Ley del Parlamento de Andalucía 1/1989,

'de 8 de mayo, de Coordinación de Poftcías
Locales. .

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presidente;
don Luis López Guerra, Vicepresidente; don Fernando
García-Mon y González~Regu~ral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Eugenio Díaz Ei.mil, don Alvaro' Rodríguez
Bereijo, don Vicente Gimeno Sendra, don José Gabaldón.
López, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Die­
go González Campos ydon Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA. ,
En el recurso de inconstitucionalidad~núm.

1.677/1989, interpuesto por el Abogado del Estado,
en representación del Presidente del Gobierno, contra
los arts. 7.1, e), f) y g); 12, párrafos segundo y tercero;
13, en su segundo inciso; 21, párrafo-segundo; 23, párra­
fo segundo; 25 a 29 y 35 de la Ley del Parlamento
de Andalucía 1/1989, de 8 mayo, de, Coordinación de
Policías Locales. Han sido partes el Parlamento de Anda­
lucía, representado por su Presidente, don José Antonio
Maríri Rite, y la Junta de Andalucía, representad"a por
el Letrado de la misma don Nicolás González-Deleito
Domínguez y Ponente el Magistrado don Caries Viver
Pi-Sunyer, quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal el 3
de agosto de 1989, el Abog~do del Estado interpuso,
en representación del Presidente del Gobierno, recurso
de inconstitucionalidad eh relación con los arts. 7.1, e),
f) y g);12, párrafos segundo y tercero; 13, en su segundo
inciso; 21, párrafo segundo; 23, párrafo segundo; 25
a 29 y 35 de la Ley del Parlamento de Andalucía 1/1989,
de 8 de mayo (<<Boletín Oficial de la Junta de Andalucía))
núm. 38, del 16), de Coordinación de Policías Locales,
haciendo el recurrente expresa invocación de lo dispues­
to eh el arto 161.2 de la Constitución. Aduce el Abogado

L

del Estado los motivos impugnatorios que a continuación
se consignan:

A) El arto 7, apartados e), f) y g), de la Ley autonómica
permite que el Consejero de la Gobernación autorice
Cuerpos de Policías Locales dependientes de áreas
metropolitanas, actuaciones de Policías Locales fuera de
su ámbito territorial municipal y el establecimiento de
servicios intermunicipales. Ello resulta contrario' a los
apartados 1 y 3 del arto 51 de la Ley Orgánica 2/1986,
de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad,
que establece claramente que los Cuerpos de Policía
Local sólo pueden actuar en su ámbito territorial res­
pectivo' y únicamente pueden superar dicho ámbito de
actuación en casos de emergencia y previo requerimien­
to de las autoridades competentes y que, a mayor abun­
damiento, sólo refiere la posibilidad de crear Cuerpos'
d-...Policía a los municipios, y no a otras Entidades, con
lo cual aquéllos están limitados al ámbito territorial local.
Por tanto, la legislación autonómica, y en este caso la
andaluza, está obligada a respetar la normativa básica
de la citada Ley Orgánica, que sólo faculta para crear
nuevos Cuerpos de Policía Local a los municipios y para
actuar en el ámbito territorial de los mismos.

De otra parte, la actuación de las Policías Locales
fuera de su término municipal es un acto absolutamente
excepcional, de ácuerdo con la Ley Orgánica mencio­
nada, y no un supuesto regular y habitual, como lo con­
figuran los apartados f) y g) del arto 7.1 dela Ley 1/1989.
Además, este supuesto excepcional en la normativa esta­
tal está condicionado a la existencia de una situación
de em~rgencia y al previo requerimiento de las auto­
ridades competentes que, dada la competencia exclusiva
estatal en materia de seguridad pública, según el arto
149.1.29 C.E., no podrán ser otras que las propias del
Estado recogidas en las nórmas reguladoras de este tipo
de situaciones excepcionales (Ley Orgánica de los Esta­
dos de Alarma, Excepción y Sitio y Ley de Protección
Civil). .

B) El art.12, en sus apartados 2 y 3, establece,
respectivamente, que el Alcalde decidirá qué tipo efe
servicios han de prestarse con armas o sin ellas y que
un Decreto (se supone que del Consejo de Gobierno)
homologará el tipo de armas, la necesidad de revistas
periódicas, prácticas de tiro, medidas de seguridad, etc.
En relación con esta cuestión, debe ponerse de mani­
fiesto que el arto 149.1.26 C.E. atribuye al Estado, como
competencia exclusiva, el régimen de producción,
,comercio, tenencia yuso de armas y explosivos. Siguien­
do este criterio, la Ley Orgánica ,2/1986 define, en su.
arto 52.1, a los Cuerpos de Policía Local como institutos
armados, de naturaleza civil; con .estructura y organi­
zación jerarquizada. Es decir, el desarrollo normativo de
la Constitución en esta materia ha optado por atribuir
un determinado carácter (armado) a un Cuerpo de
funcionarios.

Pero la Constitución también reserva al Estado la
determinación del régimen de uso y de todos los aspeC­
tos reJacion-ados con las armas. En consecuencia, tanto
el Alcalde como el Consejo de Gobierno de la Junta
de Andalucía son incompetentes para entrar a regular
cualquier aspecto relacionado con el armamento de las
Policías Locales.

C) El arto 13, en su inciso segundo, señala que los
Cuerpos de Policía creados por las mancomunidades o
áreas metropolitanas s~ integrarán en un único Cuerpo.
Tal previsión resulta, asimismo, incompatible con la nor­
mativa básica contenida en la Ley Orgánica 2/1986,
que impide la posibilidad de crear Cuerpos de Policía
Local fuera del ámbito estrictamente municipal.


